
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY 

GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES, A CARGO DE LA DIPUTADA CLAUDIA 

VALERIA YÁÑEZ CENTENO Y CABRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La que suscribe, diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV 

Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la fracción I, 

numeral 1 del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 

los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta honorable Cámara de Diputados la presente iniciativa 
con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General 
de Pesca y Acuacultura Sustentables, tomando en cuenta el siguiente 

Planteamiento del problema 

Por la gran vocación pesquera y acuícola del país, estos sectores son de vital importancia, pues constituyen una fuente 

de empleos formales e informales que se traducen en bienestar social y económico para los productores, que en su 

mayoría se encuentran en poblaciones rurales, que contribuyen significativamente a la seguridad y soberanía 

alimentaria del país. 

México es uno de los 193 países que aprobaron la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible de la 
Organización de la Naciones Unidas (ONU) en el marco de la Asamblea General, el 5 de septiembre de 2015. 

Este documento fue concebido como una hoja de ruta para erradicar la pobreza, proteger al planeta y asegurar la 

prosperidad para todos sin comprometer los recursos para las futuras generaciones. En el documento suscrito se 

reconoce la erradicación de la pobreza en todas sus formas y dimensiones. 

Para México, la Agenda 2030 es una oportunidad para instrumentar los mecanismos necesarios e implementar 
políticas públicas transversales a fin de enfrentar la situación de pobreza y aspirar a revertirla. 

No es cosa menor que, el número de personas en situación de pobreza en México, en una década, del 2008 al 2018, 

haya aumentado de 49.5 millones de personas a 52.4 millones de personas, de acuerdo con cifras del Consejo 

Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, en su reporte “10 años de medición de la pobreza en 

México, avances y retos en política social” (Coneval, 2019); sin embargo, en términos porcentuales la situación de 

pobreza pasó de 44.4 a 41.9 por ciento en una población total estimada en 125 millones, lo que representa un 

disminución media anual de 0.24 puntos porcentuales. 

El estudio del Coneval revela que tres entidades federativas presentaron un avance mayor en la reducción de la 

pobreza: Aguascalientes, Hidalgo y Tlaxcala. 

Sin embargo, datos de este mismo estudio muestran que importantes retos deben afrontar algunas entidades del 

sureste del país que presentan mayor porcentaje de población en situación de pobreza para el mismo periodo, 2008-

2018: Chiapas (pasó de 77.0 a 76.4 por ciento), Guerrero (pasó de 68.4 a 66.5 por ciento) y Oaxaca (de 61.8 a 66.4 

por ciento). 

Si bien registraron avances, los porcentajes indican que más de la mitad de su población está en situación de pobreza, 

mientras que Veracruz tuvo un retroceso de 51.2 a 61.8 por ciento de su población en situación de pobreza. Un factor 

en común de estas entidades federativas a considerar es que todas tienen acceso al mar. 



 

 
 

Los datos demuestran que la pobreza es el mayor reto que enfrenta nuestro país y el cual interconecta las tres 
dimensiones del desarrollo, la económica, la social y la ambiental. 

En este sentido, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables debe alinearse y establecer una visión 

transformadora con la Agenda 2030 a través de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) entre ellos: fin de la 

pobreza (1), hambre cero (2), agua limpia y saneamiento (6), energía asequible y no contaminante (7), trabajo decente 

y crecimiento económico (8), ciudades y comunidades sostenibles (11), producción y consumo responsables (12), 

acción por el clima (13), vida submarina (14), alianzas para lograr los objetivos (17). 

No obstante, estas actividades se desarrollan bajo un aprovechamiento sustentable de recursos naturales marinos que 

son finitos, lo que motiva la constante revisión de la legislación, ordenamientos y todo tipo de lineamientos que rijan 

su uso o aprovechamiento, con el objeto de afrontar los retos inherentes al crecimiento de la población, la evolución 

de la sociedad y la economía. 

Por lo anteriormente descrito, en la actual LXIV legislatura, hemos escuchado el sentir, las demandas y propuestas 

del sector pesquero y acuícola, destacando temas relacionados con los mecanismos de participación del sector 
social pesquero y acuícola existentes y que se pueden mejorar; lo referente a la pesca ilegal, y a los mecanismos 

de concurrencia para afrontarla. 

El impacto de la alta burocracia heredada de administraciones anteriores, aplicada a la difícil obtención de permisos 
y concesiones de pesca y acuacultura o sus renovaciones, así como resolutivos basados en dictámenes técnicos 
desactualizados o fuera del contexto regional, entre muchos otros aspectos. 

La iniciativa toma el ordenamiento pesquero como parte fundamental para el impulso del sector pesquero. 
Dentro del marco legislativo, los ordenamientos, los mecanismos de control y los lineamientos que regulan el 
aprovechamiento de estos recursos, se podría decir que son funcionales, sin embargo, en cuanto a su 

implementación, no han cumplido en todo con sus objetivos. Las disposiciones legales que se instrumenten sin 

vigilancia son letra muerta. 

El sector pesquero y acuícola, han sido los más afectados por la ineficacia e ineficiente aplicación de las políticas 

públicas en materia administrativa, incrementado el rezago social y económico, por tanto urge la participación de las 

diversas secretarías de Estado entre ellas la Secretaría de Marina y demás dependencias de la administración pública 

federal, que bajo el amparo de sus propias atribuciones coadyuven a la Conapesca a realizar de manera correcta la 

Inspección y vigilancia de las zonas donde se desarrolle la actividad pesquera y acuícola. 

A lo anterior, se le suman los instrumentos que coadyuvan en la administración pesquera, tal es el caso de la Carta 

Nacional Pesquera, la cual tiene un carácter informativo y es vinculante para la toma de decisiones. Sin embargo, los 

estudios que fundamentan su contenido no se actualizan por diversos factores, lo que se traduce en fichas sin 

fundamento. Y aunque la ley prevé lo que contendrá, en lo que concierne a las artes de pesca, es ambiguo, y generaliza 

las artes de pesca sin tomar en cuenta la variabilidad de los ecosistemas de acuerdo a su composición natural y al 

comportamiento de los recursos pesqueros. 

Por ese motivo se considera necesario reformar lo dicho en el artículo 33 de la Ley General de Pesca y 
Acualcultura Sustentables, referente al contenido de la Carta Nacional Pesquera, a fin de que caracterice de manera 

clara las artes y métodos de pesca susceptibles de utilizar por zona de pesca. 

En consecuencia, es indispensable que los plazos de resolución de los permisos y concesiones de pesca, no se 

prolonguen, ya sea por documentación requerida en más de una ocasión durante el mismo trámite, o bien, bajo el 

argumento de que aún no cuentan con la opinión técnica del Inapesca, suspendiendo el término para resolver. 



 

 
 

Por ello, es de suma importancia que se optimicen los servicios de atención a las personas solicitantes y que se 
transparente la ruta de seguimiento de la solicitud para dictamen por medio de una plataforma en línea. 

En este sentido, en el artículo 89 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, se advierte como regla general, 

que las autoridades deberán resolver los procedimientos administrativos respectivos dentro de los plazos legales 

establecidos para ello; y en caso de que éstos no prevean un término específico, aquéllos deberán resolverse en 15 

días hábiles. 

Por lo que es importante que, en los términos de la Ley General de Pesca Acualcultura Sustentables, se le fije un 

plazo al Inapesca para que resuelva lo conducente basándose en los principios de economía, celeridad, eficacia, 

legalidad, publicidad y buena fe, establecidos en el artículo 13 de la citada ley 

Es por esos motivos que para reforzar el encausamiento hacia un aprovechamiento sostenible e incentivar la 
pesca dentro del marco legal y responsable, se considera imprescindible reformar los artículos 45, 51, 52, 53, 
57 y 100 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables , a fin que los permisos para el aprovechamiento 

de las pesquerías se otorguen por periodos mayores, se puedan prorrogar sucesivamente y siempre se dé a conocer 

la resolución de las solicitudes a sus promoventes, logrando también que los usuarios de permisos y/o concesiones 

tengan la certeza de resguardo de sus inversiones mediante la garantía de realización lícita de la actividad. 

En el compendio de disposiciones que inciden en la eficiencia y eficacia de la administración pesquera, se encuentra 

el Registro Nacional de Pesca y Acuacultura, mismo que debe ser actualizado, y considera diferentes mecanismos 

para su integración y actualización, sin embargo es inminente, que la Secretaría lo realice, por lo menos en función 

de los permisos y/o concesiones previamente otorgados y qué para obtener estos, acreditaron los activos con los que 

realizaran la actividad, logrando de esa forma la simplificación y duplicidad de trámites. 

En lo que respecta a la pesca Ilegal y la concurrencia, la presente iniciativa tiene por objeto ampliar la 
participación de otras dependencias de la administración pública federal, entidades federativas y 
municipios, así como la eficiente distribución de las competencias, reforzando las políticas públicas en materia de 

pesca y acuacultura con acciones coordinadas de inspección y vigilancia, con el firme propósito de resolver las 

demandas ciudadanas en materia de la observancia de la pesca sustentable y el cuidado de los recursos naturales. 

Cabe mencionar que en este tema se requiere analizar exhaustivamente la problemática y orígenes de la pesca ilegal 

y sus variantes, puesto que se presume como pesca ilegal toda aquella realizada fuera del marco legal regulatorio, no 

obstante, existe lo que se puede catalogar como pesca “irregular”, que en su mayoría está constituida por la pesca de 

subsistencia y la pesca que por dificultades burocráticas se realiza sin permisos, ambas quedan fuera de los registros 

productivos oficiales. 

La presente iniciativa contempla la reforma, la adición y derogación de diversos artículos, todos orientados a 

fomentar el uso sostenible de los recursos pesqueros, apegados a los principios de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

Por lo anterior, se presentan las siguientes 

Consideraciones 

1. Que México está considerado entre los países más importantes del mundo por su gran biodiversidad 
marina ; es uno de los países con mayor potencial para el desarrollo de la acuacultura y pesca debido a su diversidad 

de climas, dado que cuenta con el 12 por ciento de la biodiversidad mundial y más de 12 mil especies endémicas, el 

cual cuenta con una situación geográfica privilegiada, con acceso a los dos océanos más grandes del mundo, con una 



 

 
 

extensión de 11 mil 122 kilómetros de costas tanto en el Golfo y Mar Caribe, como en el Pacifico, y de 3 millones 

149 mil 920 kilómetros cuadrados de mar territorial y zona económica exclusiva, así como una amplia plataforma 

continental y territorio insular. 

2. Que el uso de los recursos marinos se debe basar en el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas sin 

rebasar su capacidad de regeneración, repoblación y crecimiento, lo cual nos permitirá seguir explotando de manera 

sostenible, y en forma racional los recursos en beneficio de los mexicanos. 

3. Que en cuanto a su producción pesquera, México se encuentra en el lugar 17 entre los países con mayor 
aporte en el mundo (FAO, 2018); ha mantenido su volumen total de pesca relativamente estable, durante los últimos 

30 años con un promedio 1.5 millones de toneladas anuales de pesca de captura (marina y continental), con un total 

de 238 mil pescadores y 56 mil acuacultores (FAO, 2018). Cabe señalar que de conformidad con la Carta Nacional 

Pesquera de 2012 y su actualización en 2018 (publicada por el Inapesca, DOF 11/junio/2018), el 62 por ciento de las 

pesquerías nacionales se encuentran en máximo aprovechamiento sostenible, 22 por ciento en deterioro, 14 por ciento 

con potencial y sólo el caso del atún aleta azul se encuentra en status de sobrexplotado. 

4. Que de acuerdo a la Política Nacional de Mares y Costas de México, la pesca y la acuacultura son actividades 
que fortalecen la soberanía alimentaria y territorial de la nación, las cuales están orientadas a la producción de 

alimentos de calidad, sanos y accesibles para satisfacer la demanda y promover una mayor oferta a los mercados 

internacionales cuyos impactos en la productividad del sector pesquero y acuícola, se expresan en volumen y valor 

de su producción pesquera y acuícola. 

5. Que en 2017 se contabilizó una producción pesquera y acuícola nacional de 2 millones 154 mil 828 
toneladas , que, con respecto a la captura, se registraron 1 millón 750 mil 304 toneladas, representado alrededor del 

81 por ciento de la producción pesquera, mientras que la acuacultura, significó el 19 por ciento con 404 mil 524 

toneladas. Cabe resaltar que mientras las capturas se han mostrado estables, en el caso de la acuacultura en los últimos 

6 años ha mostrado una tasa anual de crecimiento 13 por ciento, mientras a nivel mundial es de 6 por ciento. 

6. Que en datos estadísticos contenidos en el Atlas Agroalimentario de 2018, en términos de valor, la 
producción pesquera y acuícola alcanzó la cifra de 38 mil 756 millones de pesos, es decir un incremento de 8.7 

por ciento en relación con los datos de 2016. El reporte “Cierre de expectativas agroalimentarias 2019” (SIAP, 2019) 

reportó que el sector pesquero generó 2.22 millones de toneladas, lo que representa un aumento de 2.8 por ciento 

respecto al 2018. 

7. Que a pesar de que el sector pesca y acuacultura tiene una contribución histórica al PIB Nacional 
considerada baja, en los últimos seis años ha presentado un crecimiento importante , el mayor dentro de las 

actividades primarias, esto aunado a su importancia social, ya que es relevante por el aporte como opción de trabajo 

y de alimento para las comunidades costeras, en particular las más pobres del país. 

Es por ello que, los factores de producción con los que se ha alcanzado la producción pesquera y acuícola están 

integrados por casi 300 mil pescadores y acuacultores siendo el 81 por ciento dedicado a la captura y el 19 por ciento 

al cultivo. Asimismo, se cuenta con una flota pesquera con un registro hasta el 2018 de 76 mil 306 embarcaciones 

(74 mil 286 ribereñas y 2 mil 20 de altura); y 9 mil 230 unidades de producción acuícola, con una distribución de las 

embarcaciones registradas de las cuales el 59 por ciento se ubica en la vertiente del Pacífico (45 mil 283); 36 por 

ciento en el Golfo de México y Mar Caribe (27 mil 156); y el resto, 5 por ciento de la flota pesquera, se dedica a la 

pesca continental (3 mil 867). 



 

 
 

Por tanto, la pesca ribereña engloba el 97 por ciento del total de las embarcaciones registradas, mientras que las 

embarcaciones de la pesca de altura (camarón, atún, sardina-anchoveta y escama) representan sólo el 3 por ciento 

del total de la flota (Conapesca, 2018). 

8. Que la sustentabilidad de los recursos pesqueros depende de la relación entre la explotación del recurso y 
su capacidad de renovación biológica, por ende, el aprovechamiento sustentable respeta la integridad funcional y 

la capacidad de carga de los ecosistemas de los que forman parte los recursos por tiempo indefinido (Semarnat, 

2012). Por lo tanto, a fin de lograr la sustentabilidad de las pesquerías en nuestro país se han realizado estudios 

poblacionales de todas las especies objetivo; generar planes y programas de ordenamiento pesquero; eliminar la 

pesca ilegal no declarada y no reglamentada; contar con un mejor registro de las estadísticas pesqueras y reducir la 

pesca incidental; estas acciones son indispensables para lograr el óptimo aprovechamiento de las diferentes especies 

comerciales. 

9. Que para hacer compatibles el crecimiento económico del país con la conservación y el aprovechamiento 
racional de los recursos naturales, es necesario que la pesca y acuacultura en los mares y las costas, así como 
en aguas interiores, cuenten con mejores procesos de planeación y ordenamiento, así como fundamentos y 
herramientas jurídicas adecuadas que permitan al Estado llevar a cabo las acciones de inspección y vigilancia entre 

otras, a través de las dependencias de la administración pública federal, las entidades federativas y los municipios, 

en ejercicio de las atribuciones que les confieren las disposiciones jurídicas aplicables y en el ámbito de sus 

respectivas competencias; con el objeto de fomentar e impulsar el desarrollo sustentable de la pesca y acuacultura. 

10. Que es indispensable fortalecer al Consejo Nacional de Pesca y Acuacultura dotándolo de su propio 
reglamento interno, como un foro intersectorial de apoyo, coordinación, consulta, concertación y asesoría para 

proponer políticas públicas, programas e instrumentos de carácter regional, estatal y municipal para el desarrollo de 

la pesca y con miras a establecer una administración pública moderna y eficiente con base en las políticas del presente 

gobierno. Su integración deberá ser flexible en cuanto al número de integrantes, ya que el Consejo deberá operar 

bajo los principios de inclusión, accesibilidad, horizontalidad, corresponsabilidad y transparencia y sus convocatorias 

y sesiones deberán contar con todas aquellas personas que el mismo Consejo considere necesarias para el despacho 

de sus asuntos, lo anterior de conformidad con lo establecido en la Agenda 2030. 

Por tal motivo, se somete a consideración del pleno, una reforma a la Ley General de Pesca y Acuacultura 

Sustentables, para precisar algunos límites de responsabilidad administrativa y fortalecer la participación ciudadana 

en el sector pesquero y acuícola. 

Proyecto de reforma 

A continuación, se presenta el texto comparativo del ordenamiento vigente y la propuesta para reforma y adición que 

se propone: 



 

 
 

 

 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables 

Único. Se reforma la fracción I del artículo 4 y se adiciona la fracción LXVIII en el mismo artículo y se recorren los 

subsecuentes; se reforman las fracciones VIII, XXII y XXXV del artículo 8; se reforma el artículo 22 y se adiciona 



 

 
 

el artículo 22 Bis; se adiciona el artículo 23 Bis; se reforma la fracción III del artículo 28; se reforma la fracción II 

del artículo 29; se reforma la fracción III del artículo 33; se reforma los párrafos tercero y cuarto en artículo 45; se 

reforman los párrafos primero y tercero del artículo 51; se reforma la fracción V del artículo 52; se reforma el artículo 

53; se reforma el artículo 57; se reforma el artículo 92; se reforma el segundo párrafo del artículo 100; se reforma el 

primer párrafo del artículo 122; y, se reforma el artículo 124 y se adiciona un párrafo en el mismo artículo de la Ley 

General de Pesca y Acuacultura Sustentables, para quedar como sigue: 

Artículo 4o.- Para los efectos de esta Ley, se entiende por: 

I. Acuacultura: Es el conjunto de actividades dirigidas a la reproducción controlada o asistida , preengorda y 

engorda de especies de la fauna y flora realizadas en instalaciones utilizando aguas dulces, marinas o salobres, por 

medio de técnicas de cría o cultivo, que sean susceptibles de explotación comercial, ornamental o recreativa; 

II a la XLVII... 

XLVIII. Vigilancia: Se entiende por vigilancia, toda actividad efectuada por personal autorizado de la 
Secretaría o de la Secretaría de Marina, encaminada a prevenir la realización de operaciones pesqueras 
ilícitas, con la participación que corresponda, en su caso, a otras dependencias de la administración pública 
federal, de las entidades federativas y municipios. 

L a LI... 

Artículo 8o. Corresponde a la Secretaría el ejercicio de las siguientes facultades 

I a VII... 

VIII. Promover y ejecutar acciones orientadas a la homologación y armonización de medidas con otros países en 

materia de pesca, acuacultura , sanidad, inocuidad y calidad de especies acuáticas; 

IX a la XXI... 

XXII. Proponer, coordinar y ejecutar la política general de inspección y vigilancia en materia pesquera y 

acuícola, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a otras dependencias de la administración pública 

federal, entidades federativas y/o municipios . 

XXIII a XXXIV... 

XXXV. Promover la participación activa de las comunidades y los productores en la administración y manejo de 

los recursos pesqueros y acuícolas, a través del Consejo Nacional de Pesca y Acuacultura o de los Consejos 
Estatales de Pesca y Acuacultura; 

XXVI a la XLII... 

Artículo 22.- El Consejo Nacional de Pesca y Acuacultura Sustentables es un mecanismo de participación 
ciudadana e intersectorial de apoyo, coordinación, consulta, diálogo, asesoría y concertación que tendrá como 
objeto proponer las políticas, programas, proyectos e instrumentos de carácter nacional, regional, estatal o 
municipal que impulsen el desarrollo de la pesca y acuacultura. Será presidido por el titular de la Secretaría 
con la colaboración de Conapesca, que fungirá como Secretaría Técnica. 



 

 
 

El Consejo estará conformado por representantes de las dependencias y entidades de la Administración Pública 

Federal relacionadas con las atribuciones de la Secretaría, representantes de las organizaciones sociales de 
productores a nivel nacional y representantes de los Consejos Estatales de Pesca y Acuacultura. 

El Consejo deberá invitar también a participar a representantes del Poder Legislativo y de las entidades 
federativas del país en materia de pesca y acuacultura, así como a representantes de las organizaciones de la 
sociedad civil previamente acreditados y autorizados su ingreso por los integrantes del Consejo. 

La Secretaría expedirá el Reglamento Interno del Consejo, mismo que será publicado en el Diario Oficial de 
la Federación previa consulta pública. 

Artículo 22 Bis.- Las sesiones del Consejo Nacional serán de carácter público y convocadas por la Secretaría 
Técnica por lo menos cuatro veces al año. Se podrá convocar a sesiones extraordinarias, por acuerdo de la 
mayoría de sus miembros. 

Artículo 23 Bis.- Las entidades federativas deberán establecer Consejos Estatales de Pesca y Acuacultura, 
como mecanismo de participación intersectorial de apoyo, coordinación, consulta, concertación, diálogo y 
asesoría sobre la política pesquera y acuícola en el ámbito de su competencia, atendiendo los criterios de 
legalidad, inclusión, accesibilidad, horizontalidad, corresponsabilidad, transparencia, rendición de cuentas y 
demás, propiciando la apertura para la participación ciudadana al interior de éstos. 

Los Consejos Estatales de Pesca y Acuacultura deberán considerar en su conformación la participación de las 
representaciones estatales de los sectores sociales pesquero y acuícola de manera equilibrada y equitativa, 
conforme a su universo de representación sectorial. 

Artículo 28.- La investigación científica y tecnológica en pesca y acuacultura, así como la capacitación en estas 

materias, tendrán como propósitos esenciales: 

I y II... 

III. Promover el diseño de nuevas artes y métodos de pesca selectivos y ambientalmente seguros con la 
participación de los sectores social y privado de la pesca ; 

IV a VII... 

Artículo 29.- ... 

Para el cumplimiento de su objetivo el Inapesca contará, entre otras, con las siguientes atribuciones: 

I. ... 

II. Emitir opinión de carácter técnico y científico para la administración y conservación de los recursos pesqueros 

y acuícolas en un plazo no mayor a 15 días hábiles contados a partir de la presentación de la solicitud . 

III a la XVIII... 

... 

Artículo 33.- La Carta Nacional Pesquera contendrá: 



 

 
 

I y II... 

III. Los lineamientos, estrategias y demás previsiones para la conservación, protección, restauración y 

aprovechamiento de los recursos pesqueros, para la realización de actividades productivas y demás obras o 

actividades que puedan afectar los ecosistemas respectivos; así como la caracterización clara de artes y métodos 
de pesca por zona de captura, y éstos tendrán una vigencia de 5 años. 

IV y V... 

Artículo 45. ... 

... 

La autoridad dará a conocer al promovente la resolución recaída a su solicitud en 30 días hábiles sea positiva 
o negativa de manera fundada y motivada. 

La falta de resolución a la solicitud implicará responsabilidades a los servidores públicos, a quienes competa tal 

resolución, conforme a lo dispuesto en las leyes aplicables. 

Artículo 51.- Los permisos de pesca comercial tendrán una duración de uno hasta seis años, de acuerdo a la 

pesquería de que se trate y lo que determine el Reglamento de la presente Ley, así como el dictamen que emita la 
autoridad competente (Inapesca) y/o el contenido de la Carta Nacional Pesquera. 

... 

Los permisos a que se refiere el primer párrafo podrán ser prorrogados sucesivamente a petición del titular, 
salvo que existan disposiciones vigentes y fundadas de carácter técnico-científicas emitidas por el Inapesca 
que lo prohíban; los cuales podrán ser transferidos a terceros para el caso de pesca comercial para 
embarcaciones mayores y menores. 

... 

Artículo 52.- Los solicitantes de permisos deberán acreditar la legal disposición de los bienes y equipos necesarios 

para cumplir con el objeto de la solicitud. La solicitud de permiso deberá contener la información siguiente: 

I a IV... 

V. Descripción de las Características tecnológicas de las embarcaciones y/o equipos y/o artes de pesca con las 

cuales se pretende llevar a cabo la actividad, 

VI... 

Artículo 53.- Son causas de extinción de las concesiones y permisos: la caducidad, la revocación, la nulidad, la 
declaratoria de rescate por causas de interés público y/o la terminación del plazo cuando no exista solicitud 
de prórroga. 

Artículo 57.- Las concesiones o permisos a que se refiere esta Ley, se extinguen por terminación del plazo para el 

que se hayan otorgado. Siempre y cuando no se haya presentado ninguna solicitud ante la autoridad 
correspondiente. 



 

 
 

La presentación de solicitud de renovación de vigencia y/o sustitución del titular ante la autoridad 
correspondiente interrumpe la terminación del plazo para el que se haya otorgado, hasta que la autoridad 
administrativa expida, de manera fundada y motivada, la respuesta que caiga a dicha solicitud. 

Artículo 92.- Las personas que realicen actividades de acuacultura, deberán presentar a la Secretaría los avisos de 

cosecha, producción y recolección, en la forma y términos que determine el reglamento de esta Ley. 

Artículo 100.- ... 

Podrán ser prorrogados en los casos y condiciones que se determinen en el propio reglamento, y serán transferibles 
para su uso en la zona federal marítima terrestre, previa autorización que expida la autoridad competente en 
la materia. 

... 

Artículo 122.- El Registro Nacional de Pesca y Acuacultura estará a cargo de la Secretaría, tendrá carácter público 

y tiene por objeto la inscripción y actualización obligatorias de la siguiente información relativa a las actividades 

pesqueras y acuícolas, y se mantendrá actualizado de oficio por parte de la Secretaría para los efectos del 
ejercicio de los permisos y/o concesiones otorgados para realizar la actividad: 

I a VI... 

... 

... 

Artículo 124.- Para verificar y comprobar el cumplimiento de esta Ley, sus disposiciones reglamentarias y las 

normas oficiales que de ella deriven, la Secretaría o la Secretaría de Marina realizarán los actos de vigilancia, por 

conducto de personal debidamente autorizado; se podrán utilizar los instrumentos de inspección automatizada 
como son cámaras, drones, vigilancia satelital y los sistemas automáticos de emisión de infracción y/o turnarse 
a la autoridad competente, en su caso. A su vez, la Secretaría ejercerá para el mismo fin las funciones y 
procedimientos de inspección conforme a sus atribuciones. 

La Secretaría para el debido cumplimiento de las disposiciones descritas en el párrafo anterior, podrá solicitar 
la participación, en su caso, suscribir convenios de colaboración, con otras dependencias de la administración 
pública federal, entidades federativas y/o municipios. 

Transitorio 

Único. La presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de febrero de 2020. 

Diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera (rúbrica) 

 


